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Revisión 

A la luz de las consultas celebradas desde la última reunión del Grupo 

de Trabajo, se ban revisado los párrafos del proyecto de informe que se 

reproducen a continuación, que se someterán a la consideración del Grupo de 

Trabajo en la reunión que tendrá lugar el 30 de abril de 1993. Los 

párrafos que no figuran en el presente texto permanecen invariables. 

3. El grupo de trabajo dispuso, como base para sus debates, de un 

Memorándum sobre el régimen de comercio exterior del Paraguay (L/5500), de 

un texto relativo al régimen de comercio exterior (L/6468/Add.l) y de las 

preguntas planteadas por algunas partes contratantes sobre el régimen de 

comercio del Paraguay, junto con las respuestas de las autoridades para­

guayas (L/6468/Add.l, 2 y 3). Además el representante del Paraguay puso a 

la disposición del Grupo de Trabajo la documentación siguientes 

Arancel de Aduanas - actualizado. 

Decreto NQ 14.003/92 por el cual se adopta el Sistema Armonizado 

de Designación y Codificación de Mercancías como nomenclatura 

base del arancel aduanero nacional, se consolida en un solo 

instrumento legal, se modifica y se amplían las disposiciones 

reglamentarias de la Ley N° 1.095 del 14 de diciembre de 1984 y 

se dispone la vigencia del arancel de aduanas como base al 

referido Sistema Armonizado de Designación y Codificación de 

Mercancías. 
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Decreto Na 14.214/92. Por el cual se modifica el 

Decreto N2 14.003/92. 

Decreto N9 14.620/92. Por el cual se aclara el anexo del 

Decreto Na 14.003/92. 

Ley Na 489/74, que aprueba con modificaciones al Decreto Ley Nfl 5 

del 29 de marzo de 1974, que crea el servicio de valoración 

aduanera y adopta normas para la determinación de la base impo­

nible de los tributos a la importación. 

Decreto Na 12.317/75, por el cual se reglamenta la Ley Na 489, de 

fecha 11 de diciembre de 1974. 

Estadísticas de importaciones producto por producto y el origen 

de los mismos. 

Decreto Na 216 del 27 de febrero de 1989, por el cual se adoptan 

medidas de política económica, financiera, monetaria y cambiaría. 

Ley Na 90/90, que establece un régimen de promoción de exporta­

ción de productos no tradicionales y de productos manufacturados. 

Ley Na 60/90, sobre régimen de incentivos fiscales para la inver­

sión de capital nacional y extranjero. 

Decreto Na 8.463 del 28 de enero de 1991, por el cual se prohibe 

la exportación de maderas aserradas, incluso cepilladas de las 

especies: cedro, lapacho, incienso y petereby. 

Documento relativo al Comercio Exterior del Paraguay en el primer 

semestre de 1991. 
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Decreto Na 8.988 del 22 de marzo de 1991, por el cual se levanta 

la prohibición que afecta a la importación de cebollas, tomates y 

otros productos hortifrutícolas y se establece la calendarización 

para la importación de los mismos. 

Ley Na 494. Policía Sanitaria Animal. 

Ley Na 672. Ley Orgánica de la Dirección de Defensa Vegetal y 

Policía Sanitaria Vegetal. 

Decreto Ley 8.051 por el cual se dicta una nueva Ley Orgánica de 

Defensa Agrícola. 

Decreto Na 10.189 del 22 de diciembre de 1941, que organiza las 

dependencias creadas por el Decreto Ley Na 8.051 del 31 de julio 

de 1941 y reglamenta sus funcioaes. 

Decreto Na 37.319 que reorganiza las dependencias de la Dirección 

de Defensa Vegetal creadas por el Decreto Ley Nfi 8.051/41 del 

31 de julio de 1941. 

Estadísticas de importación por líneas arancelarias y países 

abastecedores. 

Ley Na 117/91 del 7 de enero de 1992, sobre inversiones, por la 

cual se estimula y se garantiza, en un marco de total igualdad, 

la inversión nacional y extranjera. Esta ley garantiza un 

régimen de libre producción y comercialización de bienes y 

servicios y la libertad de importación y exportación, estipula 

que las inversiones nacionales y extranjeras estarán sujetas al 

mismo régimen tributario y que los inversionistas extranjeros 

deberán respetar las leyes del trabajo y de seguridad social 

vigentes en el país. También garantiza el derecho de propiedad 
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para las inversiones nacionales y extranjeras asi como la 

libertad para el ingreso y salida de capitales y para la remisión 

al exterior de dividendos, intereses, comisiones, regalías y 

otras operaciones de cambio. 

Ley Na 125 del 9 de enero de 1992, que establece el nuevo régimen 

tributario. Esta ley tributaria contempla el impuesto a los 

ingresos, al capital, al consumo (IVA), actos y documentos y 

establece las disposiciones de aplicación general. Con la 

entrada en vigor del nuevo régimen tributario quedaron derogados 

en su totalidad o en parte, 35 leyes y decretos que se detallan 

en el artículo 254 de esta ley. El impuesto al valor agregado 

(IVA) entró en vigor a partir del mes de julio de 1992. 

Ley Na 126/91 del 9 de enero de 1992 relativa a la privatización 

de empresas del Estado. Con dicha medida, el Poder Ejecutivo 

quedó autorizado a transferir, total o parcialmente, al sector 

privado las entidades públicas productoras de bienes o servicios 

que en adelante se denominarán "Empresas del Estado sujetas a 

privatización", y las acciones, o en su caso, las cuotas sociales 

de las empresas en las que el Estado sea titular o tenga parti­

cipación. La ley determinará en cada caso, cuáles serán las 

empresas privatizables. 

Decreto Na 12.499 del 13 de febrero de 1992, por el cual se 

actualizan y se establecen Tarifas de Tasas Portuarias y de 

Servicios a la Navegación a ser percibidas por la Administración 

Nacional de Navegación y Puerto. 

Decreto Na 16.080/93, por el cual se prohibe la introducción al 

territorio de la República, determinados productos. 

Decreto Na 16.135/93, por el cual se prohibe la entrada de 

verduras, hortalizas y frutas en estado natural o congeladas. 
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Régimen arancelario 

8. A petición de los miembros del Grupo de Trabajo, el representante del 

Paraguay describió los instrumentos básicos que regulan las importaciones. 

Indicó que esos instrumentos eran el Arancel de Aduanas establecido por la 

Ley Na 1.095/84, el Código Aduanero establecido por la Ley Na 1.173/85 y 

los reglamentos de aplicación del Código Aduanero establecidos en el 

Decreto Na 14.003/92 y sus modificaciones. El Arancel de Aduanas está 

basado en el Sistema Armonizado de Designación de Mercancías. En el 

Arancel de Aduanas se establecen niveles diferenciales de derechos para los 

productos conforme a su importancia en el ámbito de la economía nacional. 

Los tipos de derechos ad valorem se establecen en una sola columna. Los 

niveles de los tipos de los derechos oscilan entre la franquicia arance­

laria y, en casos excepcionales, un derecho máximo del 35 por ciento. Para 

las materias primas los niveles son del 0 al 10 por ciento; para las 

maquinarias y equipos del 5 por ciento y para los bienes de consumo del 10 

al 35 por ciento. Como se indicaba en la respuesta a la pregunta 14 del 

documento L/6468/Add.1, de conformidad con la Ley 1.095/84, el Ejecutivo no 

puede fijar derechos superiores a los niveles legales; en casos excepcio­

nales el Ejecutivo puede establecer un derecho máximo del 70 por ciento. 

Se prevén las siguientes excepciones: equipaje de pasajeros interna­

cionales; bienes exentos conforme a tratados internacionales; equipajes y 

menajes de uso doméstico pertenecientes a inmigrantes y a paraguayos 

repatriados; bienes destinados a fines culturales; muestra sin valor 

comercial, etc. Existen otras excepciones en virtud de leyes especiales 

tales como: i) el régimen de importación establecido por la Ley 60/90 de 

fomento de las inversiones para el desarrollo económico y social prevé 

exenciones para las importaciones de bienes de capital, insumos y materias 

primas; Ii) el régimen de importaciones dentro del marco de la Asociación 

Latinoamericana de Integración (ALADI) de conformidad con las disposiciones 

del Tratado de Montevideo de 1980; iii) el régimen de admisión temporaria, 

de conformidad con la Ley 1.173/85, Código Aduanero, y el reglamento 

establecido por el Decreto 15.813/86, mediante el cual el Gobierno puede 
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suspender los pagos de los derechos que inciden sobre la importación de 

ciertas mercaderías destinadas a ser reexportadas dentro de un plazo 

determinado. 

9. Algunos miembros pidieron que el Paraguay facilitara información 

detallada sobre el alcance y la naturaleza del régimen de importación de 

insumos y materias primas industriales. El representante del Paraguay 

subrayó que en el marco del régimen general de importación todos los 

productos industriales, independientemente de s*i origen, pueden ser impor­

tados por el régimen general el que establece niveles arancelarios del 0 al 

10 por ciento. 

10. Con referencia a las respuestas dadas a la pregunta 11 en el documento 

L/6468/Add.2 y a la pregunta 30 en el documento L/6468/Add.3, algunos 

miembros señalaron que los tipos preferenciales aplicados por el Paraguay a 

una lista de productos originarios de determinados países limítrofes eran 

al parecer incompatibles con el artículo primero del Acuerdo General. En 

respuesta, el representante del Paraguay dijo que, de conformidad con la 

Ley 1.095/84 y con el Decreto 1.663/88, y debido a la situación geográfica 

y a la coyuntura económica del país, durante mucho tiempo determinados 

productos originarios de países vecinos, sin discriminación alguna entre 

países, habían estado sujetos en el Paraguay a un régimen arancelario 

uniforme del 10 por ciento sustitutivo de todos los gravámenes a la impor­

tación. Los productos pertinentes se enumeraban en un listado en el 

Decreto 1.663/88 y en el Arancel de Aduanas del Paraguay que se habían 

puesto a disposición del Grupo de Trabajo. El programa por el que se 

establecían esas preferencias fue eliminado el Ia de julio de 1992, en 

virtud de la Ley 125/92, aplicándose desde entonces el régimen general a 

todas las importaciones. 

11. Algunos miembros dijeron que al parecer el Paraguay cobraba un recargo 

a determinados productos a los que se aplicaba un régimen impositivo espe­

cial del 7 por ciento salvo cuando se importaban de países limítrofes, y 
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pidieron que se facilitara una lista actualizada de dichos productos. El 

representante del Paraguay dijo que la actual lista de productos sujetos al 

tipo impositivo especial del 7 por ciento figuraba en la Resolución 932 del 

7 de octubre de 1991 que se había puesto a disposición del Grupo de 

Trabajo. El impuesto del 7 por ciento no era un recargo sino que sustituía 

al régimen general de importación para determinados productos. En 

respuesta el representante del Paraguay informó que este régimen fue 

eliminado con la entrada en vigor de la Ley 125/92 el Ia de julio de 1992. 

12. En conclusión, el representante del Paraguay dijo que la autoridad 

competente de su Gobierno, referida en los párrafos 8 a 11 de este Informe, 

para imponer las tasas y cargas sobre las importaciones y exportaciones, y 

para suspenderlas, es el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 

Hacienda, quien aplicará dichas medidas, desde la fecha de su adhesión, de 

conformidad con las disposiciones del Acuerdo General, en particular los 

artículos III, VI, VIII, XI, XII, XVIII, XIX, XX y XXI. El Grupo de 

Trabajo tomó nota de esta seguridad. 

Régimen fiscal 

13. A petición de los miembros del Grupo de Trabajo, el representante del 

Paraguay describió el régimen fiscal aplicado al comercio exterior. Dijo 

que el régimen fiscal había seguido un proceso de sustancial racionaliza­

ción y simplificación. Por el Decreto Ley 20 de 2 de mayo de 1989 se 

habían unificado los impuestos aplicados a las operaciones de importación. 

Como se indicaba en las respuestas a las preguntas 17 a 20 del documento 

L/6468/Add.3, los impuestos de afectación específica enumerados en el 

documento L/6468/Add.l ya no son aplicados a las Importaciones. El 

Impuesto sobre las ventas de mercaderías establecido por la Ley 48/89 del 

27 de diciembre de 1989, resultante del Decreto Ley 20 del 2 de mayo 

de 1989 con modificaciones, refundió a su vez los impuestos aplicables 

anteriormente a las importaciones, que fue eliminado con la vigencia de la 

Ley 125/92. Aparte del derecho de aduanas, las importaciones estaban 
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únicamente sujetas al impuesto ad valorem establecido en la mencionada Ley. 

El régimen fiscal interior se ajustaba al esquema siguiente: 30 por ciento 

para cerillas, barajas de cartas, cigarros y tabaco, bebidas alcohólicas en 

general, jugos de frutas y otros productos; 3 por ciento para materias 

primas e insumos, combustibles y lubricantes, sal gruesa e implementos y 

maquinaria agrícolas; y 6 por ciento para otros productos. El impuesto a 

las ventas de mercaderías, que había tenido las siguientes tasas diferen­

ciales: 4 por ciento a mercaderías de producción nacional, 8 por ciento 

para mercaderías importadas y 14 por ciento para mercaderías de lujo, 

independientemente de su origen, fue sustituido por el impuesto • >r 

agregado (añadido). El impuesto en papel sellado y estampilla; Mei 1,5 y 

2 por ciento no era una carga aduanera aplicable a los productos sino un 

impuesto aplicable a todos los documentos estuviesen o no relacionados con 

el comercio. El impuesto consular del 5 por ciento es asimismo un ingreso 

fiscal de carácter general y no una carga aduanera. Más recientemente, 

mediante la Ley 125 del 9 de enero de 1992 se estableció el nuevo sistema 

fiscal que prevé un impuesto sobre la renta, un impuesto sobre el capital, 

un impuesto sobre el valor agregado, un impuesto selectivo sobre el 

consumo, un impuesto sobre el ganado, un impuesto sobre los actos y docu­

mentos y otras disposiciones de aplicación general. Los impuestos sobre el 

consumo están en vigor desde julio de 1992. Las ventas, los servicios y 

las importaciones están sujetas al impuesto sobre el valor agregado con un 

tipo del 10 por ciento. Los fabricantes e importadores nacionales de 

aproximadamente 20 categorías de productos están sujetos al impuesto 

selectivo sobre el consumo que se recauda ajustándose a las tasas 

siguientes: para productos de tabaco, del 7 al 8 por ciento; para bebidas 

carbónicas, cerveza, vinos y licores, del 8 al 10 por ciento; para los 

alcoholes, del 5 al 10 por ciento; para combustibles derivados del 

petróleo, hasta el 50 por ciento. Aproximadamente 34 actos y documentos, 

incluidos los relativos a la exportación de productos agropecuarios no 

elaborados, quedan sujetos al impuesto sobre actos y documentos. 
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14. Acerca de los impuestos internos descritos en las respuestas a la 

pregunta 7 del documento L/6468/Add.1, a la pregunta 8 del documento 

L/6468/Add.2 y a la pregunta 16 del documento L/6468/Add.3, algunos 

miembros hicieron notar que de conformidad, entre otros instrumentos 

jurídicos, con la Ley 48/89 y la Ley 291/71, además de los aranceles, el 

impuesto en papel sellado y estampillas y el impuesto a las ventas de 

mercaderías, el Paraguay aplicaba algunos otros Impuestos aduaneros, tanto 

ad valorem como específicos. A este respecto, se hizo referencia en 

particular al impuesto del 2 por ciento aplicados a las bebidas alcohó­

licas. Esos miembros preguntaron si los tipos respectivos debían agregarse 

a los tipos de los derechos para determinar el precio de las mercancías 

importadas y si los impuestos internos sobre el consumo se aplicaban por 

igual a las importaciones y a los productos nacionales. El representante 

del Paraguay dijo que la Ley 291/71 estaba derogada, con arreglo a la 

Ley 48/89 que a su vez fue derogada por la Ley 125/92. Por lo mismo el 

impuesto del 2 por ciento aplicado a las bebidas alcohólicas ya no tiene 

vigencia. 

Impuesto a la venta de mercaderías 

15. Algunos miembros señalaron que la Ley 69/68, modificada por la 

Ley 1.035/83 y la Ley 48/90, establecía un impuesto a la venta de merca­

derías con tasas diferenciales para productos nacionales e importados, que 

al parecer era incompatible con el artículo III del Acuerdo General. El 

representante del Paraguay informó que en el marco de la Ley 125/92 hoy día 

sólo se aplica un impuesto sobre el valor agregado (IVA) con las mismas 

tasas tanto a los productos nacionales como a los Importados. 

Impuest-. s en papel sellado y estampillas 

16. En respuesta a una pregunta relativa al impuesto en papel sellado y 

estampillas, el representante del Paraguay dijo que de conformidad con la 

Ley 1.003/64, estaban sujetos al pago del impuesto de sellados y 



Spec(92)19/Rev.l 
Página 10 

estampillas todos los documentos, con inclusión de los de importación, los 

conocimientos de embarque, las obligaciones, cartas de crédito, órdenes de 

pago, etc. Los tipos oscilaban entre el 1,5 y el 2 por ciento. Este 

impuesto ha sido derogado por la Ley Na 125/92. 

Arancel consular 

17. En respuesta a nuevas preguntas relativas al arancel consular, el 

representante del Paraguay dijo que de conformidad con el Decreto Ley NB 46 

de 1972, estaban gravados con tasas consulares todos los documentos some­

tidos a visado consular. La Ley Na 125/92 ha derogado la aplicación del 

impuesto, párrafo 44, quedando sólo vigentes las tasas específicas por 

servicios de los consulados. 

18. Algunos miembros observaron que, en su opinión, parecería que algunos 

impuestos y gravámenes aplicados por el Paraguay no eran totalmente compa­

tibles con las disposiciones del Acuerdo General. En opinión de esos 

miembros, el Paraguay debía aceptar el compromiso de aplicar todos los 

impuestos y gravámenes a la importación de conformidad con las disposi­

ciones del Acuerdo General en la fecha de su adhesión o en un plazo rela­

tivamente breve a contar de esa fecha. En este contexto, algunos miembros 

subrayaron la especial pertinencia de los artículos II, III y VIII del 

Acuerdo General; un miembro subrayó la especial pertinencia de los 

dos últimos de esos artículos. 

19. El representante del Paraguay dijo que el impuesto sobre el valor 

agregado (IVA) y el impuesto selectivo sobre el consumo, ambos incluidos en 

la Ley Na 125 del 9 de enero de 1992 "por la que se establece el nuevo 

régimen tributario", entraron en vigor el Ia de julio de 1992. El IVA se 

aplica a un tipo del 10 por ciento a todos los productos, tanto nacionales 

como importados, con excepción en el caso de estos últimos del petróleo 

crudo, de los combustibles producidos a base de petróleo, de los productos 

agropecuarios en su estado natural y de los productos importados en el 
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marco de la Ley Na 60/90, de promoción de las inversiones, entre otros. 

El IVA sustituye a los Impuestos establecidos por la Ley Na 48/89, el 

Decreto Ley Na 2/90, el párrafo 44 del artículo 13 del Decreto Ley Na 46/72 

sobre derechos consulares, la Ley Na 69/68 sobre el Impuesto a la venta de 

mercaderías, y la Ley Na 1.003/64 sobre el impuesto de sellados y estam­

pillas, que se aplican a las imoortac iones. El impuesto selectivo sobre el 

consumo se aplica a artículos específicos tanto de producción nacional como 

importados: por ejemplo, los cigarrillos y el tabaco están sujetos a un 

gravamen de hasta el 8 por ciento; las bebidas en general hasta el 10 por 

ciento; los licores hasta el 10 por ciento; y los combustibles a base de 

petróleo hasta el 50 por ciento. Ni el IVA ni el Impuesto selectivo sobre 

consumo discriminan, por lo que se refiere a los tipos aplicados, entre 

productos importados y productos nacionales. Además, la Ley Na 125/92 

deroga todas las disposiciones por las que se otorgan exenciones generales 

o específicas de los impuestos internos, los derechos de aduanas y los 

derechos portuarios, con excepción a las mencionadas en la Ley Nfl 60/90 

sobre el régimen jurídico aplicable a los hidrocarburos, las relativas a 

las obras públicas y las previstas en acuerdos, convenios y tratados 

internacionales. De conformidad con el nuevo sistema fiscal nacional, a 

partir del Ia de julio de 1992 los gravámenes aplicables a las importa­

ciones son los siguientes: 1) los derechos establecidos en el arancel de 

aduanas; 2) el impuesto sobre el valor agregado (IVA); 3) el impuesto 

selectivo sobre el consumo. 

20. En conclusión, el representante del Paraguay declaró que su Gobierno 

aplicará impuestos y tasas a las importaciones, referidos en los 

párrafos 13 a 19, de acuerdo con las disposiciones del Acuerdo General, en 

particular, los artículos III y VIII. Al respecto, cualquier impuesto o 

gravamen doméstico cuya aplicación varíe d£ acuerdo a que los productos 

sean manufacturados localmente o importados será eliminado a partir del 

Ia de julio de 1992. Si, transcurrido un año a contar de la adhesión, no 

se hubieran eliminado esos impuestos y gravámenes, el asunto será examinado 

por las PARTES CONTRATANTES. Otras cargas sobre las importaciones que no 
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incluyan las tarifarias o aduaneras asociadas con los costos de los servi­

cios prestados no serán aplicadas en exceso a los tipos consolidados 

establecidos en la lista de concesiones del Paraguay anexa al Acuerdo 

General, a menos que dicha aplicación esté en conformidad con los artículos 

apropiados del GATT. El Grupo de Trabajo tomó nota de este compromiso. 

Régimen de importación 

23. Varios miembros del Grupo de Trabajo dijeron que, en los últimos años, 

la liberalización, racionalización y transformación del régimen de comercio 

exterior del Paraguay habían evolucionado con tal rapidez que la mayor 

parte de la documentación presentada anteriormente había quedado anticuada. 

Estos miembros pidieron que el Paraguay facilitase información completa 

sobre la situación de las restricciones actualmente aplicadas a la importa­

ción, con inclusión de las prohibiciones, restricciones cuantitativas y 

requisitos de licencias en relación con todos los productos y en particular 

con los agropecuarios. El representante del Paraguay dijo que, en virtud 

del Decreto Na 16.080/93, se establecen prohibiciones temporales para la 

importación por motivos económicos de 73 partidas arancelarias. Además por 

Decreto Na 16.185/93, está prohibida la importación de productos frutihor-

tícolas, en estado natural o fresco, por razones de salud de las personas 

por constituir riesgo epidemiológico (cólera). Por razones de seguridad 

nacional se necesita la previa autorización del Gobierno para importar 

armas de fuego, explosivos y productos similares. El petróleo crudo, el 

gasóleo y la gasolina únicamente puede importarlos PETROPAR, organismo 

estatal que tiene el monopolio legal de su producción e importación. Las 

importaciones de medicamentos, productos farmacéuticos, estupefacientes y 

sustancias psicotrópicas, así como de productos que puedan servir de base 

para su producción en general, están sujetas a la autorización y control de 

los organismos gubernamentales establecidos de conformidad con los acuerdos 

multilaterales pertinentes. 
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24. El representante del Paraguay declaró que su Gobierno se compromete a 

la eliminación gradual del uso de prohibiciones a la importación, licencias 

de importación restrictivas y otras restricciones cuantitativas incompa­

tibles con las disposiciones del Acuerdo General. Confirmó que su Gobierno 

seguirá suprimiendo esas restricciones a la Importación en todos los 

sectores con la meta de eliminar totalmente su uso para el 31 de diciembre 

de 1994. Después ue la adhesión al Acuerdo General, las nuevas restric­

ciones a la importación se aplicarán solamente de acuerdo a las disposi­

ciones del Acuerdo General. Todas las restricciones a la importación que 

sigan en vigor después del 31 de diciembre de 1994 serán notificadas, 

haciendo referencia, cuando proceda, a las disposiciones pertinentes del 

Acuerdo General, en particular los artículos XI, XII, XVIII, XIX, XX y XXI, 

en el plazo de seis meses. De no hacerse esa notificación, se someterá la 

cuestión a la consideración de las PARTES CONTRATANTES. Asimismo, Paraguay 

asegurará que las restricciones restantes y los permisos requeridos de 

importación serán aplicados de una manera consistente con el artículo XIII 

del Acuerdo General, y aplicará todas las restricciones conforme con el 

principio de no discriminación. El representante del Paraguay confirmó que 

su Gobierno, si así se le pidiera, consultaría con las partes contratantes 

en relación al efecto de estas medidas sobre su comercio. El Grupo de 

Trabajo tomó nota de este compromiso. 

26. El representante del Paraguay declaró que su Gobierno no utilizaba las 

medidas de balanza de pagos para otorgar protección a determinadas indus­

trias ni para fomentar la producción nacional. No obstante, si surgiera la 

necesidad de utilizar restricciones comerciales por motivos de balanza de 

pagos, esas restricciones se aplicarán únicamente con carácter temporal, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo XVIII del Acuerdo General y en 

la Declaración de 1979 y las normas de procedimiento conexas, y el Paraguay 

daría preferencia a las medidas que causen menor efecto perturbador al 

comercio, es decir, medidas basadas en los precios. Si el Gobierno del 

Paraguay optara por utilizar una medida no basada en los precios, presen­

taría una explicación de la medida adoptada. El representante del Paraguay 
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confirmó que su Gobierno tenia la intención de notificar a las PARTES 

CONTRATANTES cualquier restricción tomada por motivos de balanza de pagos y 

consultaría con el Comité de Restricciones a la Importación (Balanza de 

Pagos). 

Comercio de Estado 

29. Se solicitó información sobre las actividades, la existencia de 

competencia y las restricciones a la importación de las que se beneficiaban 

ACEPAR, empresa siderúrgica del Estado; INC, empresa nacional del cemento; 

APAL, monopolio estatal de los alcoholes; FERTIPAR, empresa de fertili­

zantes; y sobre el alcance y la naturaleza de las cargas portuarias que 

aplicaba la ANNP (Administración Nacional de Navegación y Puertos) a las 

importaciones procedentes de los Estados fronterizos. En cuanto al 

comercio de Estado, el representante del Paraguay dijo que su país no 

concedía a las entidades o empresas del Estado ningún privilegio especial, 

salvo en el caso de PETROPAR (Petróleos Paraguayos) que poseía el monopolio 

de la producción y ventas de gasolina y gasóleo con la obligación de 

garantizar un suministro adecuado y la estabilidad de los precios. Añadió 

el orador que Aceros Paraguayos Sociedad Anónima (ACEPAR), es una empresa 

constituida en Sociedad Anónima con la única particularidad que el prin­

cipal accionista es el Estado Paraguayo, se rige por el Código Civil como 

cualquier otra empresa privada y se encuentra en proceso de privatización, 

no recibe ningún privilegio del Estado, no figura en el Presupuesto General 

de la Nación, su financiamiento es propio. La empresa no tiene problemas 

de competitividad en materia de calidad y precios por la tecnología avan­

zada que utiliza. No existe protección ni restricción a la Importación de 

IOT productos producidos por dicha empresa. 

La Industria Nacional del Cemento (INC), es una empresa estatal 

autárquica creada por Ley Na 126/69 con el objeto de explotar la industria 

del cemento y otros derivados, asi como ejercer el comercio de sus 

productos en el mercado nacional e internacional; se maneja con recursos 
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propios no del presupuesto nacional, ni recibe ningún financiamiento u 

otros privilegios del Estado, paga todos los Impuestos que les son impo­

nibles como cualquier figura jurídica, La importación de cemento producido 

en otros países no está prohibida. La competitividad de la INC, es buena 

considerando la calidad de sus productos que se sitúan entre los mejores 

comparativamente al tipo de cemento y su categoría, así como los costos de 

fabricación son relativamente bajos con tendencia a disminuir con el 

incremento del volumen de producción y la optimización operativa de sus 

plantas. 

La Administración Paraguaya de Alcoholes (APAL), es una entidad 

estatal que opera en exportación e importación como empresa privada, está 

en proceso de convertirse en S.A., a través de la venta de acciones del 

sector privado. La entidad no recibe ningún financiamiento o privilegio 

especial del Estado. Las condiciones de competitividad está en la calidad 

y precio de sus productos. Existe actualmente una prohibición temporal 

para la importación de aguardiente de caña establecido por el 

Decreto Na 16.080/93. 

Petróleos Paraguayos (PETROPAR), es una empresa estatal dedicada a la 

producción de combustibles derivados del petróleo. Cabe destacar que todos 

los productos derivados del petróleo tienen libre importación, salvo el 

gasoil y las motonaftas así como el crudo, que son de importación exclusiva 

de PETROPAR. Realiza sus actividades sin recibir otro trato preferencial 

de parte del Gobierno. La política administrativa de la empresa está 

basada en la austeridad y en fuentes de aprovisionamiento diversificadas, 

garantizadas por contratos ventajosos que permiten a PETROPAR trabajar 

dentro de condiciones de competitividad cercanas a las prevalecientes en la 

zona. 

La Administración Nacional de Navegación y huertos (ANNP), tiene como 

función principal el mantenimiento de la navegabilidad de los ríos, así 

como el de las instalaciones portuarias. En cuanto a las tasas aplicadas 
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por los servicios prestados, no existe discriminación alguna. El Paraguay 

tiene en curso actualmente un proceso de privatización de vasto alcance. 

De conformidad con el artículo 19 de la Ley Na 126/92, serían privatizadas 

las siguientes empresas de propiedad del Estado: Administración Paraguaya 

de Alcoholes (APAL), Flota Mercante del Estado (FLOMERES), Líneas Aéreas 

Paraguayas (LAP), Ferrocarril Central Carlos Antonio López y Aceros 

Paraguayos (ACEPAR). 

34. El representante del Paraguay manifestó que su Gobierno no otorgaba 

subvenciones que afectaran al comercio. Indicó que, si en el futuro su 

Gobierno decidiera otorgar tales subvenciones, evitarla causar un perjuicio 

grave a los intereses de otras partes contratantes, según lo dispuesto en 

el párrafo 1 del artículo XVI del Acuerdo General. El representante del 

Paraguay dijo también que su Gobierno se proponía observar las disposi­

ciones del párrafo 1 del artículo XVI a partir de la fecha de su adhesión 

al Acuerdo General y, a este respecto, acogería con ánimo favorable las 

solicitudes de celebración de consultas que pudieran hacerle otras partes 

contratantes. 

36 bis. Un miembro del Grupo de Trabajo subrayó que era necesario que el 

Paraguay ofreciera información actualizada sobre la aplicación del Acuerdo 

General del MERCOSUR, ya que era de prever que tuviera importantes conse­

cuencias comerciales para otras partes contratantes. Este mismo miembro 

recordó que las partes contratantes estaban negociando en ese momento con 

el Paraguay, con motivo de su adhesión al Acuerdo General, las obligaciones 

básicas en materia de medidas arancelarias y no arancelarias correspon­

dientes, y que por consiguiente era legítimo preocuparse por el cumpli­

miento, en lo que respecta al MERCOSUR, de las obligaciones dimanantes del 

Acuerdo General. En opinión de este miembro, el Grupo de Trabajo cons­

tituía un foro adecuado para examinar qué consecuencias tendría la aplica­

ción del Acuerdo del MERCOSUR sobre las condiciones de adhesión al Acuerdo 

General que se estaban negociando en ese momento con el Gobierno del 

Paraguay. Por último, este miembro señaló que esta cuestión y la 
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Iniciativa de la Empresa de las Américas, destinada a promover el comercio 

continental, estaban relacionadas. 

37. El representante del Paraguay declaró que el Tratado de Asunción fue 

notificado al GATT en febrero de 1992. Confirmó que su país, en su calidad 

de signatario de dicho Tratado, cumpliría las obligaciones relativas al 

MERCOSUR resultantes del Acuerdo General y de los instrumentos establecidos 

bajo sus auspicios. Con respecto a los acuerdos regionales en general, 

declaró que el Paraguay participaría en la presentación de informes perió­

dicos sobre la aplicación de los acuerdos comerciales en los que era parte, 

con inclusión de los cambios operativos que pudieran afectar al comercio de 

las partes contratantes. Su Gobierno estaba dispuesto a mantener consultas 

con las PARTES CONTRATANTES sobre la repercusión comercial de dichos 

acuerdos si así lo solicitaban las partes contratantes interesadas. El 

Grupo de Trabajo tomó nota de estas seguridades. 


